                          BOLETÍN N° 403-07
INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE CONSTITUCIÓN,       LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el   proyecto de  ley que interpreta  y  modifica  normas del decreto ley N° 3.058, de 1979 y de la ley N° 18.863, relativas a remuneraciones del Poder Judicial.
HONORABLE SENADO:

Vuestra  Comisión  de  Constitución, y Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley que interpreta y modifica normas del decreto ley N° 3.058, de 1979 y de la ley N° 18.863, relativas a remuneraciones del Poder Judicial.

A la sesión en que vuestra Comisión despachó  este  asunto  asistieron,  además  de  sus  miembros,  los HH.  Senadores señores Hugo Ortiz de Filippi y Hernán Vodanovic Schnake y el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda.

El proyecto, cuyas normas son ley
 común, ha sido declarado de suma urgencia por S.E. el
Presidente de la República, en todos los trámites
constitucionales. El plazo del Senado vence el viernes
3 de abril de 1992.

El proyecto en informe interpreta las armas relacionadas con la asignación de zona para el Poder Judicial,  incrementa  la asignación judicial, o- torga asignación de casa a las asistentes sociales del mencionado Poder del Estado y aumenta la asignación de zona para el mismo.
De acuerdo con los antecedentes tenidos a la vista por la Comisión y con las explicaciones suplementarias entregadas por el señor Ministro de Justicia, la interpretación que el artículo 1° del proyecto hace del artículo 7° del D.L. N° 3.058, de 1979, permite zanjar una cuestión que se viene arrastrando desde hace varios años.
El D.L. N° 3.058, de 1979, excluyó al Poder Judicial de la escala única de remuneraciones que establece el artículo 1° del D.L. N° 249, de 1974 y estableció un sistema de remuneraciones para su personal, sin modificar su régimen previsional, con los correspondientes grados, sueldos bases y asignaciones diversas. Además, creó la denominada "asignación judicial".
El artículo 7° del D.L. N° 3.058 estipuló que el personal del Poder Judicial que cumpliere los requisitos legales, mantendría el derecho a percibir las asignaciones de antigüedad, de zona, de movilización, por pérdidas de caja, de colación, de cambio de residencia, por trabajos nocturnos o en días festivos, viáticos y gastos de representación, de acuerdo a las normas pertinentes vigentes a la sazón.
   La letra a) de este artículo dispone que el porcentaje que corresponde, entre otras, a la asignación de zona, se aplicará sobre el sueldo base el grado de la escala de remuneraciones del Poder judicial que establece el artículo 2° del mismo D.L. N° 3.058. No menciona la asignación de antigüedad como Reglamento de la base de cálculo.
En lo que interesa para efectos de la ¡iniciativa en informe, esto es, en cuanto a la |asignación de zona, la norma legal pertinente vigente a 5la fecha de publicación del D.L. N° 3.058, 29 de Diciembre de 1979, es el artículo 7° del D.L. N° 249, de 1974.
El  inciso  tercero  de  este  último precepto dispone que los porcentajes de asignación de zona se calcularán, para los trabajadores a quienes se 'aplica  la  escala  única  de  sueldos  mensuales  del artículo 1° del D.L. N° 249, sobre el sueldo de dicha escala y la respectiva asignación de antigüedad. La norma en comento dispone que, respecto de los demás trabajadores que gocen de la asignación de zona, a quienes no se aplique la escala única del D.L. N° 249, el cálculo se hará sobre la base de sus remuneraciones mensuales permanentes.
A  la  luz  de  estas  disposiciones, atendido que el artículo 7° del D.L. N° 3.058 emplea la forma  verbal  "mantendrá"   al  referirse  a  las í asignaciones ya mencionadas,  la Junta de Servicios Judiciales, hoy Corporación Administrativa del Poder Judicial, continuó pagando la asignación de zona  a los empleados del Poder Judicial, calculada sobre el sueldo base del grado de la escala establecida en el artículo 2° del D.L. N° 3.058, más la asignación de antigüedad.
En 1985, a raíz de una consulta de la oficina de Presupuestos de la Corte de Apelaciones de  Apelaciones de La Serena,   la   Contraloría  Regional   de   Coquimbo   emitió oficio  N°   2.192,   ratificando   el   procedimiento  y   la interpretación    que    la    Junta    de    Servicios    Judiciales había aplicado  uniformemente para  el  cálculo  y  pago  de la asignación de zona del Poder Judicial.

En abril de 1990,  a petición de la Asociación Regional de Magistrados Malleco-Cautín,  la Contraloría General de la República emitió el dictamen H. 10.955 que, reiterando el criterio sentado en el oficio  N°  2.192,  de  la  Contraloría  Regional  de Coquimbo, de 1985, declaró que la asignación de zona para el personal del Poder Judicial debe calcularse conforme al artículo 7° del D.L. N° 3.058 y que a dicho personal no se le aplica el procedimiento de cálculo que el artículo 1° del D.L. N° 249 prevé para quienes f" no se rigen por la escala única de sueldos del artículo 1° de este último cuerpo legal.
Ello en atención a que el artículo 7° | del D.L. N° 3.058 ha mantenido la primera regla que da el artículo 7° del  D.L. N° 249 para el cálculo de la asignación de zona y porque aquél es un precepto especial, que prima sobre éste, que tiene el carácter de general.
Varios magistrados y funcionarios  judiciales recurrieron de protección en contra del  señor Contralor General de la República, por estimar  que el referido dictamen es discriminatorio y atenta contra el derecho de propiedad. Pidieron a la Corte de Apelaciones de Santiago declarar que las conclusiones del dictamen N° 10.955 no se ajustan a derecho y que a los recurrentes les asiste la facultad de percibir la de zona sobre las remuneraciones permanentes que reciben.
Adhirieron   al   recurso   numerosos registrados de tribunales superiores, jueces y otros funcionarios judiciales.

Los recurrentes basaron su pretensión |en que la legislación aplicable conforme a la cual mantuvieron su derecho a la asignación de zona no es otra que la segunda parte del inciso tercero del artículo 7° del D.L.  N° 249,  de 1974,  que orden calcular su monto, respecto de quienes no se rigen por la escala única de sueldos -cual es el caso del Poder Judicial,  sobre  la  base  de  las  remuneraciones mensuales permanentes.
Esas remuneraciones, al decir del recurso de protección, son, aparte del sueldo base y de las asignación de antigüedad, las siguientes: asignación profesional; asignación judicial; bonificación compensatoria por el aumento de cotización previsional, establecida por el artículo 10 de la ley N° 18.675; asignación para el fondo de salud, de la ley' N° 18.566; bonificación de la ley N° 18.717; asignación de movilización; asignación de casa; asignación familiar, e incremento del D.L. N° 3.501, para mantener el monto líquido de las remuneraciones de los trabajadores dependientes que asumieron el pago de la totalidad de las cotizaciones previsionales.
En definitiva, el recurso fue acogido y, apelado por el Contralor, la sentencia fue confirmada por la Corte Suprema. El Consejo de Defensa del Estado alegó la apelación.
Una   vez   que   el   fallo   estuvo Ejecutado, se dispuso su cumplimiento por parte del Ministro de Hacienda,   a quien  se  requirió  el  traspaso  a la Corporación Administrativa del Poder  Judicial  de  los fondos necesarios para proceder al pago.

El Gobierno pidió   informe  al  Consejo  de Defensa     del     Estado     sobre     el     particular,      y  este organismo dictaminó que no  es posible  cumplir  la sentencia, porque ella no establece una obligación líquida o liquidable, ni determinada, y por cuanto no existe ítem presupuestario que autorice el gasto. Lo anterior no significa prescindir del hecho que en el recurso en cuestión no fue parte el Poder Ejecutivo,  contra quien se endereza la ejecución del fallo.

      
Además, el señor Ministro de Justicia hizo presente a la Comisión otros problemas jurídicos que suscita este caso.

El primero es si la Corte Suprema, por la vía del recurso de protección, puede dejar sin efecto  un  dictamen  del  Contralor  General  de  la República,  emitido  en  ejercicio  de  la  atribución exclusiva de interpretar las leyes administrativas.

En opinión del Gobierno,  el acto impugnado no es ilegal, pues ha sido ejecutado en virtud de la autorización que otorga el artículo 6° de I la ley N°  10.336.  Tampoco se  le puede reprochar arbitrariedad,  ya  que  consiste  en  un  acto  de interpretación de la ley, cuya esencia misma es la de un proceso razonado para explicar y declarar el sentido de un texto falto de claridad.

El segundo es si puede la Corte Suprema interpretar la ley de un modo general y obligatorio, al protección, de manera sus efectos alcancen también a personas que no lo interpusieron.

Si
El  señor  Ministro  de  Justicia manifestó que el criterio del Gobierno a este respecto es que los efectos de las sentencias judiciales son Relativos, se refieren al caso específico y concreto sometido al órgano jurisdiccional y alcanzan únicamente la quienes intervinieron como partes en el proceso. La interpretación de una norma de un modo generalmente obligatorio sólo toca al legislador, al tenor del artículo 3° del Código Civil.

Las   personas   que   obtuvieron   la sentencia favorable aspiran a que se les pague con efecto  retroactivo,  o  sea,  desde  que  entró  en aplicación el D.L. N° 3,058, en enero de 1980. Los intentos del Ejecutivo para lograr una transacción han resultado infructuosos. Algunos de los beneficiados con : la sentencia han iniciado juicios ordinarios contra el Fisco para obtener que se declare y reconozca a su respecto un derecho que puedan hacer valer como título ejecutivo.


Dijo el señor Ministro de Justicia que el cumplimiento puro y simple de la sentencia dictada en el recurso de protección antes aludido costaría al Fisco entre $ 7.000 y $ 8.000 millones, lo que triplica el mejoramiento económico otorgado al Poder Judicial en el. Presupuesto de 1992.

El H. Senador señor Diez manifestó que sin  duda  el  recurso  de  protección  es  plenamente procedente en contra de los actos que la autoridad adopta en ejercicio de sus atribuciones legales, ya que ellos pueden ser arbitrarios De lo anterior no queda excluido   el   abuso   que   puede   cometerse   al   interpretar una norma.

En síntesis, las dos tesis jurídicas en pugna en cuanto a cómo debe calcularse la asignación de zona del personal del Poder Judicial son las siguientes:

a) Sobre la base del sueldo de la escala del artículo 2° del D.L. N° 3.058, más la asignación de zona a que se refiere el artículo 7° del mismo decreto ley, tal como se ha aplicado uniformemente por las Oficinas de Presupuestos del Poder Judicial y conforme al criterio que sustenta la Contraloría General de la República.

b) Sobre la base de las remuneraciones mensuales permanentes a que se refiere la última parte del inciso tercero del artículo 7° del D.L. N° 249, aplicable a los personales que no se rigen por la escala única del artículo 1° de este cuerpo legal.

Por  estas  razones,  el Ejecutivo ha propuesto, en el artículo 1° del proyecto, interpretar de manera auténtica el sentido y alcance del artículo 7° del D.L. N° 3.058, de 1979, de un modo acorde con la primera de las tesis enunciadas precedentemente.

                   El artículo 2° del proyecto fija una nueva forma de calcular la asignación de zona para el Poder Judicial, concordante con la interpretación dada en el artículo 1°. Dispone primeramente que la asignación de zona está establecida en el artículo 7° del D.L. N° 249, de 1974 y agrega que, para calcularla en el caso del personal del Poder Judicial, se tomará en cuenta el base de la escala  que fija el artículo 2° del D.L. N° 3.058, de 1979 y la respectiva asignación de antigüedad. El resultado se aumenta, por imperio de este artículo del proyecto, en un 100%.

De modo que,  junto con reafirmar la forma de calcular dicha asignación, se la eleva al doble.

El articulo 3° del proyecto introduce enmiendas al articulo 4° del D.L. N° 3.058, que fija la asignación judicial" no imponible de que gozan los  funcionarios del Poder Judicial.

La letra a) del proyecto aumenta en un 11% la asignación judicial correspondiente al Escalafón del Personal Superior.                                 
En este caso las asignaciones consisten en un monto determinado de dinero para cada uno de los grados del Escalafón.

La letra b) eleva la asignación judicial correspondiente al Escalafón del Personal de Empleados, que está expresada en porcentaje del sueldo base respectivo, de 90% a 100%.

En el caso de este personal la asignación fue modificada sucesivamente por el artículo 1°, letra b), de la ley N° 18.515 y por el artículo 1° de la ley N° 18.863, que uniformó en 90% la asignación judicial de los grados IX al XXIII. La primera de dichas leyes suprimió los grados XXIV y XXV de este Escalafón.

La letra c) eleva la asignación judicial de los grados X y XI del Escalafón de Asistentes Sociales, que es de 60% y 50%, respectivamente, a un 100% del sueldo base asignado al grado.

 El articulo 4° del proyecto incorpora al Escalafón de Asistentes Sociales al beneficio de asignación de casa que establece el articulo 2° de la Ley N° 18.863. Este precepto consagra un beneficio no imponible, equivalente al 10% del sueldo base mensual, en favor de los integrantes del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial que no ocupen viviendas fiscales o pertenecientes a una entidad estatal.

El artículo 5° del proyecto regula la entrada en vigor de algunos de sus preceptos. El aumento de la asignación de zona que contempla el articulo 2° regirá con efecto retroactivo, desde el 1° de enero de 1991. El incremento de la asignación judicial que dispone el articulo 3° y el otorgamiento de la asignación de casa a las asistentes sociales, del artículo 4°, tendrán aplicación a contar del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial de este proyecto de %ley. Sus demás disposiciones, siguiendo la regla del artículo 7° del Código Civil, entrarán en vigencia con la publicación.
El artículo 6° del proyecto imputa el mayor gasto de esta ley a la Partida Tesoro Público.

La Comisión, compartiendo el propósito de mejorar las remuneraciones del Poder Judicial y con el ánimo de contribuir a dar solución al problema planteado en torno a la asignación de zona de sus funcionarios, aprobó en general el proyecto, por unanimidad.

Por  lo mismo y  con  igual  votación aprobó en particular cada uno de sus artículos.

El H.   Senador  señor  Ortiz  hizo presente pie el texto del  artículo  1°,   tal  como viene propuesto, equivale   a   fallar   el   fondo   de   los   juicios   pendientes sobre   la   materia   que   él   interpreta.    Coincidieron   con gesta     apreciación     los     HH.      Senadores     señores     Diez, Fernández  y Letelier.

Por lo anterior, a indicación del H.  Senador señor Diez, complementada por el H. Senador  señor Letelier, se agregó un artículo transitorio que contiene una excepción al efecto propio de la ley interpretativa  contenida  en  el  artículo  1º  del proyecto.

En efecto,  atendido que conforme al principio recogido por el artículo 9° del Código Civil,  las leyes interpretativas se entienden incorporadas en las  interpretadas,  la  Comisión  quiso  evitar  la aplicación del artículo 1º de este  proyecto en los  juicios pendientes que se relacionan con el artículo 7°  del D.L. N° 3.058, de 1979.

 Esta  indicación  se  aprobó por  tres votos contra dos. Votaron a favor los HH. Senadores Diez, Fernández y Letelier, y en contra los HH. Señora Soto y señor Pacheco.
Se acordó dejar constancia, con la misma votación, que el artículo transitorio aprobado permite que en dichos juicios el juez falle como si la interpretación contenida en el artículo 1° no ejercer en plenitud y con toda libertad sus facultades para interpretar los respectos. controvertidos del D.L. N° 3.058. De modo tal que tampoco podrá sostenerse, a contrario sensu, que al descartar la aplicación en esos juicios de la tesis que recoge la interpretación que se hace en el articulo 1° del proyecto, el legislador ha optado por la tesis dejando así a salvo la plenitud de las de los jueces.
En consecuencia, la Comisión aprobó el proyecto de ley propuesto por la H. Cámara de Diputados ;con la sola enmienda de agregar un articulo transitorio ¿nuevo, del siguiente tenor:

"Articulo transitorio.- Lo dispuesto en él articulo 1° no tendrá aplicación en los juicios pendientes en los tribunales de justicia, ni limitará "las facultades de éstos para resolverlos, ejerciendo sus atribuciones para interpretar el decreto ley N° I 3.058.".

De aprobarse nuestra proposición,  el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 12.-Declárase, interpretando el articulo 72 del decreto ley N2 3.058, de 1979, que el porcentaje de la asignación de zona a que se refiere dicho decreto ley, ha debido aplicarse y se aplicará sobre el sueldo base del grado de la escala establecida en el artículo 22 del referido texto legal que corresponda al interesado y sobre la respectiva asignación de antigüedad.

Artículo 22.- La asignación de zona
establecida en el  artículo 72 del decreto ley N2  249 de 1974,  se calculará  para  el  personal  del  Poder Judicial sobre el  sueldo base de la escala de  sueldos fijada en el artículo  22 del decreto ley Nº 2 3.058,  de 1979, y sobre  la respectiva asignación de  antigüedad, aumentado el monto resultante en un ciento por ciento.

Artículo  3º.-  Introdúcense      las siguientes modificaciones al artículo 4º del decreto Nº  3.058, de 1979.

a) Auméntense en un once por ciento los montos de la asignación judicial correspondiente al Escalafón del Personal Superior.


b) Reemplázase el porcentaje del
90% de la asignación judicial correspondiente al
Escalafón del Personal de Empleados, por "100%".


c) Reemplázanse los porcentajes  de la misma asignación correspondientes a los grados X y XI del  Escalafón de  Asistentes Sociales,  de "60%"  y "50%", respectivamente, por "100%", en ambos casos.


    Artículo  4º.-  Intercálase  en    el artículo 22  de la  ley N2  18.863, entre las  palabras “Empleados"  y  "del",  la frase siguiente:   "y del "Escalafón de Asistentes Sociales" .

Artículo  52.-  Lo  dispuesto  en   el artículo 22 de esta ley regirá desde el 12 de enero de 1991. Lo establecido en sus artículos 3.2 y 40, a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 62.- El mayor gasto fiscal gue "irrogue, durante el año 1992, la aplicación de esta • ley, se financiará con recursos provenientes del ítem ; 50-01-03-25-33.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 1° no tendrá aplicación en los juicios pendientes en los tribunales de justicia, ni limitará las facultades de éstos para resolverlos, ejerciendo sus atribuciones para interpretar el decreto ley N° 3.058." 

 Acordado en sesión de esta fecha, con asistencia de los HH. Senadores señora Laura Soto González (Presidente accidental), Sergio Diez Urzúa, Sergio  Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Máximo Pacheco.

Sala de la Comisión, a 25 de marzo de 1992.

FERNANDO SOFFIA COONTRERAS

Secretario

